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Señores  
JUZGADO PRIMERO (01) LABORAL DEL CIRCUTIO DE APARTADÓ 
j01labctoapartado@cendoj.ramajudicial.gov.co  
E.S.D.  
 
Referencia:           ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA.  
Demandante:        NOELIO RIVAS RIVAS 
Demandado:         AGRICOLA SANTAMARIA S.A.S. Y COLPENSIONES.  
Radicado:              05045 31 05 001 2024 00433 00. 
 
Asunto:                 CONTESTACIÓN DEMANDA 
 
GUSTAVO ALBERTO HERRERA AVILA, mayor de edad, vecino de Cali, identificado con la Cédula 
de Ciudadanía No. 19.395.114 expedida en Bogotá D.C., abogado en ejercicio y portador de la 
Tarjeta Profesional No. 39.116 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando en mi calidad de 
apoderado judicial de la empresa AGRICOLA SANTAMARIA S.A.S identificada con NIT. 
890.930.060 - 1, tal como consta en el poder especial adjunto al plenario, siendo la oportunidad 
procesal oportuna y encontrándome dentro del término previsto para ello, manifiesto que mediante 
el presente libelo procedo a contestar la demanda impetrada por el señor NOELIO RIVAS RIVAS 
contra AGRICOLA SANTAMARIA S.A.S. y la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 
PENSIONES - COLPENSIONES, en los siguientes términos:  
 

CAPÍTULO I  
CONTESTACIÓN FRENTE A LOS HECHOS DE LA DEMANDA  

 
AL PRIMERO: NO ME CONSTA que el demandante haya laborado para la finca MYRIAN TERESA 
(propiedad que pertenecía a la sociedad URUEÑA E HIJOS LTDA), por cuanto es un hecho ajeno 
a mi representada, el cual debe ser probado por la parte interesada en el momento oportuno de 
conformidad con artículo 167 del Código General del Proceso aplicable por analogía y por 
disposición expresa del artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social. 
 
No obstante, se precisa que la propiedad en mención perteneció a la sociedad URUEÑA E HIJOS 
LTDA., hasta el año 1997. Mediante la escritura pública No. 2357 del 25 de agosto de 1997, 
URUEÑA E HIJOS LTDA., transfirió el título de venta del terreno denominado MYRIAN TERESA a 
la sociedad AGROPECURIA PINAR DEL S.A. Posteriormente, esta sociedad se fusionó con las 
empresas INVERSIONES H.H. LTDA., AGROPECURIA SAN JUDAS TADEO LTDA., y AGRÍCOLA 
SAN BLAS LTDA., mediante la escritura pública No. 2664 del 19 de noviembre de 1999, de la 
Notaría Séptima del Círculo de Medellín, conformándose lo que hoy se denomina AGRÍCOLA 
SANTAMARÍA S.A.S. 
 
En consecuencia, se debe aclarar que el terreno denominado MYRIAN TERESA pertenece a mi 
representada desde el año 1997, por lo que los hechos ocurridos con anterioridad a dicha fecha no 
son de conocimiento de mi prohijada. 
 
AL SEGUNDO: NO ME CONSTA que el demandante y la finca MYRIAN TERESA (propiedad que 
pertenecía a la sociedad URUEÑA E HIJOS LTDA) pactaron un contrato de trabajo laboral, por 
cuanto es un hecho ajeno a mi representada, el cual debe ser probado por la parte interesada en el 
momento oportuno de conformidad con artículo 167 del Código General del Proceso aplicable por 
analogía y por disposición expresa del artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de la 
Seguridad Social. 
 
Al respecto, se reitera que la propiedad en mención, perteneció a la sociedad URUEÑA E HIJOS 
LTDA., hasta el año 1997, ya que, mediante escritura pública No. 2357 del 25 de agosto de 1997, 
URUEÑA E HIJOS LTDA., transfirió el título de venta del terreno denominado MYRIAN TERESA a 
la sociedad AGROPECURIA PINAR DEL S.A. Posteriormente, esta sociedad se fusionó con las 
empresas INVERSIONES H.H. LTDA., AGROPECURIA SAN JUDAS TADEO LTDA., y AGRÍCOLA 
SAN BLAS LTDA., mediante la escritura pública No. 2664 del 19 de noviembre de 1999, de la 
Notaría Séptima del Círculo de Medellín, conformándose lo que hoy se denomina AGRÍCOLA 
SANTAMARÍA S.A.S. 
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En consecuencia, se debe aclarar que el terreno denominado MYRIAN TERESA pertenece a mi 
representada desde el año 1997, por lo que los hechos ocurridos con anterioridad a dicha fecha no 
son de conocimiento de mi prohijada. En ese sentido, se concluye que no existió vínculo laboral 
entre el señor NOÉLIO RIVAS RIVAS y mi representada, ya que, para el periodo mencionado (20 
de junio de 1972 a junio de 1990), el terreno denominado MYRIAN TERESA no era propiedad de 
AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S., lo que evidencia la falta de legitimación en la causa por pasiva 
de mi representada, pues no existe conexión entre la parte demandada y los hechos que 
fundamentan el litigio. 
 
AL TERCERO: NO ME CONSTA que el supuesto horario que debía cumplir el demandante, como 
tampoco los oficios varios que desempeñaba en la finca MYRIAM TERESA y mucho menos el 
salario que percibía por la supuesta prestación de servicio, por cuanto es un hecho ajeno a mi 
representada, el cual debe ser probado por la parte interesada en el momento oportuno de 
conformidad con artículo 167 del Código General del Proceso aplicable por analogía y por 
disposición expresa del artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social. 
 
No obstante, se precisa que la propiedad en mención perteneció a la sociedad URUEÑA E HIJOS 
LTDA., hasta el año 1997. Mediante la escritura pública No. 2357 del 25 de agosto de 1997, 
URUEÑA E HIJOS LTDA., transfirió el título de venta del terreno denominado MYRIAN TERESA a 
la sociedad AGROPECURIA PINAR DEL S.A. Posteriormente, esta sociedad se fusionó con las 
empresas INVERSIONES H.H. LTDA., AGROPECURIA SAN JUDAS TADEO LTDA., y AGRÍCOLA 
SAN BLAS LTDA., mediante la escritura pública No. 2664 del 19 de noviembre de 1999, de la 
Notaría Séptima del Círculo de Medellín, conformándose lo que hoy se denomina AGRÍCOLA 
SANTAMARÍA S.A.S. 
 
En consecuencia, se debe aclarar que el terreno denominado MYRIAN TERESA pertenece a mi 
representada desde el año 1997, por lo que los hechos ocurridos con anterioridad a dicha fecha no 
son de conocimiento de mi prohijada. 
 
AL CUARTO: NO ME CONSTA que el demandante laborara para la finca MYRIAN TERESA 
(propiedad que pertenecía a la sociedad URUEÑA E HIJOS LTDA), a partir del 20/06/1972 y hasta 
junio de 1990, por cuanto es un hecho ajeno a mi representada, el cual debe ser probado por la 
parte interesada en el momento oportuno de conformidad con artículo 167 del Código General del 
Proceso aplicable por analogía y por disposición expresa del artículo 145 del Código Procesal del 
Trabajo y de la Seguridad Social. 
 
Al respecto, se reitera que la propiedad en mención, perteneció a la sociedad URUEÑA E HIJOS 
LTDA., hasta el año 1997, ya que, mediante escritura pública No. 2357 del 25 de agosto de 1997, 
URUEÑA E HIJOS LTDA., transfirió el título de venta del terreno denominado MYRIAN TERESA a 
la sociedad AGROPECURIA PINAR DEL S.A. Posteriormente, esta sociedad se fusionó con las 
empresas INVERSIONES H.H. LTDA., AGROPECURIA SAN JUDAS TADEO LTDA., y AGRÍCOLA 
SAN BLAS LTDA., mediante la escritura pública No. 2664 del 19 de noviembre de 1999, de la 
Notaría Séptima del Círculo de Medellín, conformándose lo que hoy se denomina AGRÍCOLA 
SANTAMARÍA S.A.S. 
 
En consecuencia, se debe aclarar que el terreno denominado MYRIAN TERESA pertenece a mi 
representada desde el año 1997, por lo que los hechos ocurridos con anterioridad a dicha fecha no 
son de conocimiento de mi prohijada. En ese sentido, se concluye que no existió vínculo laboral 
entre el señor NOÉLIO RIVAS RIVAS y mi representada, ya que, para el periodo mencionado (20 
de junio de 1972 a junio de 1990), el terreno denominado MYRIAN TERESA no era propiedad de 
AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S., lo que evidencia la falta de legitimación en la causa por pasiva 
de mi representada, pues no existe conexión entre la parte demandada y los hechos que 
fundamentan el litigio. 
 
AL QUINTO: NO ME CONSTA que el demandante no haya sido afiliado al sistema general de 
pensiones, por cuanto es un hecho ajeno a mi representada, el cual debe ser probado por la parte 
interesada en el momento oportuno de conformidad con artículo 167 del Código General del 
Proceso aplicable por analogía y por disposición expresa del artículo 145 del Código Procesal del 
Trabajo y de la Seguridad Social. 
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Al respecto, se reitera que la propiedad en mención, perteneció a la sociedad URUEÑA E HIJOS 
LTDA., hasta el año 1997, ya que, mediante escritura pública No. 2357 del 25 de agosto de 1997, 
URUEÑA E HIJOS LTDA., transfirió el título de venta del terreno denominado MYRIAN TERESA a 
la sociedad AGROPECURIA PINAR DEL S.A. Posteriormente, esta sociedad se fusionó con las 
empresas INVERSIONES H.H. LTDA., AGROPECURIA SAN JUDAS TADEO LTDA., y AGRÍCOLA 
SAN BLAS LTDA., mediante la escritura pública No. 2664 del 19 de noviembre de 1999, de la 
Notaría Séptima del Círculo de Medellín, conformándose lo que hoy se denomina AGRÍCOLA 
SANTAMARÍA S.A.S. 
 
En consecuencia, se debe aclarar que el terreno denominado MYRIAN TERESA pertenece a mi 
representada desde el año 1997, por lo que los hechos ocurridos con anterioridad a dicha fecha no 
son de conocimiento de mi prohijada. En ese sentido, se concluye que no existió vínculo laboral 
entre el señor NOÉLIO RIVAS RIVAS y mi representada, ya que, para el periodo mencionado (20 
de junio de 1972 a junio de 1990), el terreno denominado MYRIAN TERESA no era propiedad de 
AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S., lo que evidencia la falta de legitimación en la causa por pasiva 
de mi representada, pues no existe conexión entre la parte demandada y los hechos que 
fundamentan el litigio. 
 
AL SEXTO: NO ME CONSTA que la finca MYRIAN TERESA (propiedad que pertenecía a la 
sociedad URUEÑA E HIJOS LTDA), no haya pagado los aportes a la seguridad social del 
demandante durante el período comprendido entre el 20 de junio de 1972 y junio de 1990, por 
cuanto es un hecho ajeno a mi representada, el cual debe ser probado por la parte interesada en el 
momento oportuno de conformidad con artículo 167 del Código General del Proceso aplicable por 
analogía y por disposición expresa del artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de la 
Seguridad Social. 
 
Al respecto, se reitera que la propiedad en mención, perteneció a la sociedad URUEÑA E HIJOS 
LTDA., hasta el año 1997, ya que, mediante escritura pública No. 2357 del 25 de agosto de 1997, 
URUEÑA E HIJOS LTDA., transfirió el título de venta del terreno denominado MYRIAN TERESA a 
la sociedad AGROPECURIA PINAR DEL S.A. Posteriormente, esta sociedad se fusionó con las 
empresas INVERSIONES H.H. LTDA., AGROPECURIA SAN JUDAS TADEO LTDA., y AGRÍCOLA 
SAN BLAS LTDA., mediante la escritura pública No. 2664 del 19 de noviembre de 1999, de la 
Notaría Séptima del Círculo de Medellín, conformándose lo que hoy se denomina AGRÍCOLA 
SANTAMARÍA S.A.S. 
 
En consecuencia, se debe aclarar que el terreno denominado MYRIAN TERESA pertenece a mi 
representada desde el año 1997, por lo que los hechos ocurridos con anterioridad a dicha fecha no 
son de conocimiento de mi prohijada. En ese sentido, se concluye que no existió vínculo laboral 
entre el señor NOÉLIO RIVAS RIVAS y mi representada, ya que, para el periodo mencionado (20 
de junio de 1972 a junio de 1990), el terreno denominado MYRIAN TERESA no era propiedad de 
AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S., lo que evidencia la falta de legitimación en la causa por pasiva 
de mi representada, pues no existe conexión entre la parte demandada y los hechos que 
fundamentan el litigio. 
 
AL SEPTIMO: NO ME CONSTA la supuesta solicitud elevada por el actor ante el MINISTERIO DEL 
TRABAJO, por cuanto es un hecho ajeno a mi representada, el cual debe ser probado por la parte 
interesada en el momento oportuno de conformidad con artículo 167 del Código General del 
Proceso aplicable por analogía y por disposición expresa del artículo 145 del Código Procesal del 
Trabajo y de la Seguridad Social. 
 
AL OCTAVO: NO ME CONSTA la supuesta respuesta emitida por el MINISTERIO DE TRABAJO, 
por cuanto es un hecho ajeno a mi representada, el cual debe ser probado por la parte interesada 
en el momento oportuno de conformidad con artículo 167 del Código General del Proceso aplicable 
por analogía y por disposición expresa del artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de la 
Seguridad Social. 
 
AL NOVENO: NO ME CONSTA por cuanto no se trata de un hecho sino de una apreciación 
subjetiva la cual resulta imposible calificar de manera negativa o afirmativa, por lo que deberá ser 
probado por la parte interesada en el momento oportuno de conformidad con artículo 167 del Código 
General del Proceso aplicable por analogía y por disposición expresa del artículo 145 del Código 
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Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social. 
 
Al respecto, se reitera que la propiedad en mención, perteneció a la sociedad URUEÑA E HIJOS 
LTDA., hasta el año 1997, ya que, mediante escritura pública No. 2357 del 25 de agosto de 1997, 
URUEÑA E HIJOS LTDA., transfirió el título de venta del terreno denominado MYRIAN TERESA a 
la sociedad AGROPECURIA PINAR DEL S.A. Posteriormente, esta sociedad se fusionó con las 
empresas INVERSIONES H.H. LTDA., AGROPECURIA SAN JUDAS TADEO LTDA., y AGRÍCOLA 
SAN BLAS LTDA., mediante la escritura pública No. 2664 del 19 de noviembre de 1999, de la 
Notaría Séptima del Círculo de Medellín, conformándose lo que hoy se denomina AGRÍCOLA 
SANTAMARÍA S.A.S. 
 
En consecuencia, se debe aclarar que el terreno denominado MYRIAN TERESA pertenece a mi 
representada desde el año 1997, por lo que los hechos ocurridos con anterioridad a dicha fecha no 
son de conocimiento de mi prohijada. En ese sentido, se concluye que no existió vínculo laboral 
entre el señor NOÉLIO RIVAS RIVAS y mi representada, ya que, para el periodo mencionado (20 
de junio de 1972 a junio de 1990), el terreno denominado MYRIAN TERESA no era propiedad de 
AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S., lo que evidencia la falta de legitimación en la causa por pasiva 
de mi representada, pues no existe conexión entre la parte demandada y los hechos que 
fundamentan el litigio. 
 
AL DECIMO: NO ES CIERTO que mi representada hubiese terminado el contrato laboral del señor 
NOELIO RIVAS RIVAS, ya que, entre el demandante y AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S., no se 
suscribió en ningún momento un contrato de trabajo para la prestación de oficios varios en la finca 
MYRIAN TERESA, dado que dicha propiedad no pertenecía a mi representada durante el periodo 
alegado por el actor. 
 
Al respecto, se reitera que la propiedad en mención, perteneció a la sociedad URUEÑA E HIJOS 
LTDA., hasta el año 1997, ya que, mediante escritura pública No. 2357 del 25 de agosto de 1997, 
URUEÑA E HIJOS LTDA., transfirió el título de venta del terreno denominado MYRIAN TERESA a 
la sociedad AGROPECURIA PINAR DEL S.A. Posteriormente, esta sociedad se fusionó con las 
empresas INVERSIONES H.H. LTDA., AGROPECURIA SAN JUDAS TADEO LTDA., y AGRÍCOLA 
SAN BLAS LTDA., mediante la escritura pública No. 2664 del 19 de noviembre de 1999, de la 
Notaría Séptima del Círculo de Medellín, conformándose lo que hoy se denomina AGRÍCOLA 
SANTAMARÍA S.A.S. 
 
En consecuencia, se debe aclarar que el terreno denominado MYRIAN TERESA pertenece a mi 
representada desde el año 1997, por lo que los hechos ocurridos con anterioridad a dicha fecha no 
son de conocimiento de mi prohijada. En ese sentido, se concluye que no existió vínculo laboral 
entre el señor NOÉLIO RIVAS RIVAS y mi representada, ya que, para el periodo mencionado (20 
de junio de 1972 a junio de 1990), el terreno denominado MYRIAN TERESA no era propiedad de 
AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S., lo que evidencia la falta de legitimación en la causa por pasiva 
de mi representada, pues no existe conexión entre la parte demandada y los hechos que 
fundamentan el litigio. 
 
AL DECIMO PRIMERO: contine varios hechos, de los cuales me pronuncio de la siguiente manera:  
 

- NO ES CIERTO que AGRICOLA SANTAMARIA S.A.S., ostente la calidad de empleador del 
aquí demandante, ya que los servicios prestados en la finca MYRIAN TERESA se efectuaron 
en un periodo en el cual, dicha propiedad NO pertenecía a mi prohijada. Por lo tanto, se 
precisa que entre el señor NOÉLIO RIVAS RIVAS y AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S., NO 
existió ningún vínculo laboral, que generase alguna responsabilidad por parte de mi 
representada. 
 

- ES CIERTO, AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S., se encuentra inscrita en el RPMD 
administrado por Colpensiones bajo el NIT 890930060-1. Sin embargo, se reitera que mi 
prohijada no era ni es responsable de efectuar los pagos de los aportes a la seguridad social 
del señor NOELIO RIVAS RIVAS por el período comprendido entre junio de 1972 y junio de 
1990, ya que para dicho periodo el terreno denominado MYRIAN TERESA no era propiedad 
de AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S., sino que pertenecía a URUEÑA E HIJOS LTDA., 
sociedad que no guarda relación alguna con mi representada. 
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AL DECIMO SEGUNDO: NO ES CIERTO que mi representada AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S., 
deba solicitar ante Colpensiones el cálculo actuarial por el periodo referido, por cuanto mi 
representada NO ostentó en ningún momento la calidad de empleadora del señor NOELIO RIVAS 
RIVAS.  
 
Lo anterior, teniendo en cuenta que el actor aduce haber prestados sus servicios en la finca MYRIAN 
TERESA para los años 1972 a 1990, periodos en los cuales, dicho terreno NO pertenecía a 
AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S., sino que pertenecía a la sociedad URUEÑA E HIJOS LTDA. Por 
lo tanto, de llegarse a comprobar, la existencia de una relación laboral, deberá ser URUEÑA E 
HIJOS LTDA., quien asuma la responsabilidad de efectuar los pagos a la seguridad social, ya que 
fue esta la beneficiaria de los servicios supuestamente prestados por el actor y NO mi prohijada.  
 
AL DECIMO TERCERO: NO ES CIERTO que Colpensiones deba adicionar a la historia laboral el 
tiempo de servicio supuestamente prestado por el señor NOELIO RIVAS RIVAS con ocasión a la 
omisión de AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S., por cuanto mi representada en ningún momento 
ostentó la calidad de empleadora del aquí demandante.  
 
Lo anterior, teniendo en cuenta que el actor aduce haber prestados sus servicios en la finca MYRIAN 
TERESA para los años 1972 a 1990, periodos en los cuales, dicho terreno NO pertenecía a 
AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S., sino que pertenecía a la sociedad URUEÑA E HIJOS LTDA. Por 
lo tanto, de llegarse a comprobar, la existencia de una relación laboral, deberá ser URUEÑA E 
HIJOS LTDA., quien asuma la responsabilidad de efectuar los pagos a la seguridad social, ya que 
fue esta la beneficiaria de los servicios supuestamente prestados por el actor y NO mi prohijada.  
 
AL DECIMO CUARTO: NO ME CONSTA la supuesta petición elevada por el actor ante 
Colpensiones, como tampoco la supuesta respuesta emitida por esta entidad, por cuanto es un 
hecho ajeno a mi representada, el cual debe ser probado por la parte interesada en el momento 
oportuno de conformidad con artículo 167 del Código General del Proceso aplicable por analogía y 
por disposición expresa del artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social. 
 
Sin perjuicio de lo anterior, se resalta que mi representada en ningún momento fungió como 
empleadora del señor NOELIO RIVAS RIVAS, ya que para el periodo supuestamente laborado por 
el actor en la finca MYRIAN TERESA, esta propiedad NO pertenecía a mi prohijada, sino que era 
propiedad URUEÑA E HIJOS LTDA., por lo tanto, cualquier derecho laboral a declarar, deberá 
hacerse frente a esta última entidad. 
 
AL DECIMO QUINTO: NO ME CONSTA por cuanto se trata de un hecho que se escapa de la 
esfera de la fijación del litigio, correspondiéndole únicamente al Juez revisar el poder otorgado y 
definir si le reconoce personería al apoderado para representar al demandante en el presente 
proceso.  

II. FRENTE A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 
 
Me opongo en su totalidad a las pretensiones de la demanda, tanto a las declarativas como a las 
condenatorias, por carecer de fundamentos fácticos y jurídicos que sustenten su viabilidad, toda 
vez que, entre el señor NOELIO RIVAS RIVAS y AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S., no existió una 
relación laboral durante el período comprendido entre el 20 de junio de 1972 y junio de 1990. En 
consecuencia, mi representada no tenía la obligación de efectuar aportes al Instituto del Seguro 
Social (ISS), hoy Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones, para cubrir los riesgos 
de invalidez, vejez y muerte a favor del trabajador. 
 
Aunado a lo anterior, se avizora la falta de legitimación en la causa por pasiva y la inexistencia de 
alguna causal legal para proferir condena en contra de mi representada, por lo que respetuosamente 
solicito que no se accedan a las pretensiones incoadas por la parte actora y por el contrario, está 
condenada en costas y agencias en derecho.  
 
Sin perjuicio de lo anterior, procedo a pronunciarme frente a cada pretensión declarativa y 
condenatoria formulada por el actor en los siguientes términos:  
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A LA PRIMERA: ME OPONGO a que se declare que existió un contrato de trabajo entre el señor 
NOELIO RIVAS RIVAS y mi representada, AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S., ya que dicha 
pretensión carece de fundamento y veracidad, teniendo en cuenta que: (i) el señor NOELIO RIVAS 
RIVAS afirma haber desempeñado el cargo de "Oficios Varios" en la finca MYRIAN TERESA desde 
el 20 de junio de 1972 hasta junio de 1990 y (ii) en el período mencionado, el terreno denominado 
MYRIAN TERESA era propiedad de URUEÑA E HIJOS LTDA., y no de AGRÍCOLA SANTAMARÍA 
S.A.S. Por lo tanto, en caso de que haya existido una relación laboral, esta debe establecerse entre 
el demandante y la sociedad URUEÑA E HIJOS LTDA. 

Anudado a lo anterior, cabe aclarar que el terreno en cuestión perteneció a URUEÑA E HIJOS 
LTDA. hasta 1997, ya que, mediante escritura pública No. 2357 del 25 de agosto de 1997, URUEÑA 
E HIJOS LTDA. transfirió el título de propiedad del terreno MYRIAN TERESA a la sociedad 
AGROPECURIA PINAR DEL S.A. Posteriormente, esta sociedad se fusionó con las empresas 
INVERSIONES H.H. LTDA., AGROPECURIA SAN JUDAS TADEO LTDA. y AGRÍCOLA SAN BLAS 
LTDA., conforme a la escritura pública No. 2664 del 19 de noviembre de 1999, de la Notaría Séptima 
del Círculo de Medellín, dando lugar a lo que hoy se conoce como AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S. 

Por lo tanto, se reitera que el terreno denominado MYRIAN TERESA pertenece a mi representada 
desde el año 1997, por lo que los hechos ocurridos con anterioridad a dicha fecha no son de 
conocimiento ni responsabilidad de mi prohijada. En ese sentido, es claro que, entre el demandante, 
NOELIO RIVAS RIVAS, y AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S., no existió vínculo laboral alguno dado 
que en el periodo al que se refiere la demanda (de junio de 1972 a junio de 1990), el terreno MYRIAN 
TERESA no era propiedad de mi representada.  

Finalmente, debe tenerse en cuenta que quien alega la existencia de un contrato de trabajo tiene la 
carga de probar, como mínimo, la prestación personal del servicio. En el caso presente, el actor no 
ha presentado prueba alguna que respalde tal alegación, desconociendo incluso quién fue su 
empleador durante el periodo señalado y y queriendo imputar una responsabilidad a AGRICOLA 
SANTAMARIA S.A.S., por el simple hecho de ser la actual propietaria del inmueble, lo cual carece 
de fundamento suficiente. 

A LA SEGUNDA: ME OPONGO a que se declare que mi representada AGRICOLA SANTAMARIA 
S.A.S. omitió afiliar al señor NOELIO RIVAS RIVAS al sistema de seguridad social en pensiones, 
por el período comprendido entre el 20 de junio de 1972 a junio de 1990, por cuanto a mi 
representada no le asiste responsabilidad alguna sobre los mencionados periodos ya que esta, NO 
fungió en ningún momento como empleadora del demandante, pues de los hechos de la demanda, 
se extrae que para el tiempo en que el señor Rivas aduce haber prestado sus servicios en la finca 
MYRIAN TERESA, esta propiedad pertenecía  URUEÑA E HIJOS LTDA. y NO a mi representada 
AGRICOLA SANTAMARIA S.A.S. 
 
En ese sentido, es claro que, entre el demandante NOELIO RIVAS RIVAS, y AGRÍCOLA 
SANTAMARÍA S.A.S., no existió ningún vínculo laboral y por ende mi representada no se 
encontraba en la obligación de efectuar aportes al Instituto del Seguro Social -ISS- hoy 
Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES- para cubrir los riesgos de invalidez, 
vejez y muerte desde el 20 de junio de 1972 a junio de 1990.  
 
Al respecto es necesario traer a colación lo expuesto en el articulo 22 de la Ley 100 de 1993, donde 
se estipula la obligación que tiene el empleador de asumir el pago de aportes al sistema general de 
pensiones siempre y cuando el trabajador este a su servicio, situación que no se configura para el 
presente caso.  
 

“ARTÍCULO 22. OBLIGACIONES DEL EMPLEADOR. El empleador será 
responsable del pago de su aporte y del aporte de los trabajadores a su servicio. 
Para tal efecto, descontará del salario de cada afiliado, al momento de su pago, el 
monto de las cotizaciones obligatorias y el de las voluntarias que expresamente 
haya autorizado por escrito el afiliado, y trasladará estas sumas a la entidad 
elegida por el trabajador, junto con las correspondientes a su aporte, dentro de los 
plazos que para el efecto determine el Gobierno.  
 
El empleador responderá por la totalidad del aporte aun en el evento de que no 
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hubiere efectuado el descuento al trabajador.” - Subrayado y negrilla fuera de 
texto. 

 
Bajo esta tesitura, es claro que mi representada no tenía la obligación de reportar una afiliación al 
sistema general de pensiones partiendo de la base que, para las fechas aludidas por el demandante, 
AGRICOLA SANTAMARIA S.A.S. no tenía un vínculo laboral con este. Por tal motivo, la parte actora 
no puede alegar una omisión de afiliación a cargo de la sociedad que represento. 

Finalmente, debe tenerse en cuenta que quien alega la existencia de un contrato de trabajo tiene la 
carga de probar, como mínimo, la prestación personal del servicio. En el caso presente, el actor no 
ha presentado prueba alguna que respalde tal alegación, desconociendo incluso quién fue su 
empleador durante el periodo señalado y y queriendo imputar una responsabilidad a AGRICOLA 
SANTAMARIA S.A.S., por el simple hecho de ser la actual propietaria del inmueble, lo cual carece 
de fundamento suficiente. 

A LA TERCERA: ME OPONGO por cuanto a mi representada AGRICOLA SANTAMARIA S.A.S. 
NO fungió en ningún momento como empleadora del demandante. 
 
Lo anterior, teniendo en cuenta que el actor aduce haber prestados sus servicios en la finca MYRIAN 
TERESA para los años 1972 a 1990, periodos en los cuales, dicho terreno NO pertenecía a 
AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S., sino que pertenecía a la sociedad URUEÑA E HIJOS LTDA. Por 
lo tanto, de llegarse a comprobar, la existencia de una relación laboral, deberá ser URUEÑA E 
HIJOS LTDA., quien asuma la responsabilidad de efectuar los pagos a la seguridad social ante la 
administradora de pensiones Colpensiones, ya que fue esta la beneficiaria de los servicios 
supuestamente prestados por el actor y NO mi prohijada.  
 
Al respecto es necesario traer a colación lo expuesto en el artículo 22 de la Ley 100 de 1993, donde 
se estipula la obligación que tiene el empleador de asumir el pago de aportes al sistema general de 
pensiones siempre y cuando el trabajador este a su servicio, situación que no se configura para el 
presente caso.  
 

“ARTÍCULO 22. OBLIGACIONES DEL EMPLEADOR. El empleador será 
responsable del pago de su aporte y del aporte de los trabajadores a su servicio. 
Para tal efecto, descontará del salario de cada afiliado, al momento de su pago, el 
monto de las cotizaciones obligatorias y el de las voluntarias que expresamente 
haya autorizado por escrito el afiliado, y trasladará estas sumas a la entidad 
elegida por el trabajador, junto con las correspondientes a su aporte, dentro de los 
plazos que para el efecto determine el Gobierno.  
 
El empleador responderá por la totalidad del aporte aun en el evento de que no 
hubiere efectuado el descuento al trabajador.” - Subrayado y negrilla fuera de 
texto. 

 
Bajo esta tesitura, es claro que mi representada no tenía la obligación de reportar una afiliación al 
sistema general de pensiones partiendo de la base que, para las fechas aludidas por el demandante, 
AGRICOLA SANTAMARIA S.A.S. no tenía un vínculo laboral con este. Por tal motivo, la parte actora 
no puede alegar una omisión de afiliación a cargo de la sociedad que represento. 

Finalmente, debe tenerse en cuenta que quien alega la existencia de un contrato de trabajo tiene la 
carga de probar, como mínimo, la prestación personal del servicio. En el caso presente, el actor no 
ha presentado prueba alguna que respalde tal alegación, desconociendo incluso quién fue su 
empleador durante el periodo señalado y y queriendo imputar una responsabilidad a AGRICOLA 
SANTAMARIA S.A.S., por el simple hecho de ser la actual propietaria del inmueble, lo cual carece 
de fundamento suficiente. 

A LA CUARTA: ME OPONGO por cuanto a mi representada AGRICOLA SANTAMARIA S.A.S. NO 
fungió en ningún momento como empleadora del demandante. 
 
Lo anterior, teniendo en cuenta que el actor aduce haber prestados sus servicios en la finca MYRIAN 
TERESA para los años 1972 a 1990, periodos en los cuales, dicho terreno NO pertenecía a 
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AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S., sino que pertenecía a la sociedad URUEÑA E HIJOS LTDA. Por 
lo tanto, de llegarse a comprobar, la existencia de una relación laboral, deberá ser URUEÑA E 
HIJOS LTDA., quien asuma la responsabilidad de efectuar los pagos a la seguridad social ante la 
administradora de pensiones Colpensiones, ya que fue esta la beneficiaria de los servicios 
supuestamente prestados por el actor y NO mi prohijada.  

Finalmente, debe tenerse en cuenta que quien alega la existencia de un contrato de trabajo tiene la 
carga de probar, como mínimo, la prestación personal del servicio. En el caso presente, el actor no 
ha presentado prueba alguna que respalde tal alegación, desconociendo incluso quién fue su 
empleador durante el periodo señalado y y queriendo imputar una responsabilidad a AGRICOLA 
SANTAMARIA S.A.S., por el simple hecho de ser la actual propietaria del inmueble, lo cual carece 
de fundamento suficiente. 

A LA QUINTA: ME OPONGO a que se ordene a la Administradora Colombiana de Pensiones -
COLPENSIONES, a liquidar, cobrar y recibir de AGRICOLA SANTAMARIA S.A.S., el título 
pensional o cálculo actuarial a favor del señor NOELIO RIVAS RIVAS desde el 20 de junio de 1972 
hasta junio de 1990, teniendo en cuenta que mi representada NUNCA ha tenido un ningún vínculo 
laboral con el demandante.  
 
Lo anterior, teniendo en cuenta que el actor aduce haber prestados sus servicios en la finca MYRIAN 
TERESA para los años 1972 a 1990, periodos en los cuales, dicho terreno NO pertenecía a 
AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S., sino que pertenecía a la sociedad URUEÑA E HIJOS LTDA. Por 
lo tanto, de llegarse a comprobar, la existencia de una relación laboral, deberá ser URUEÑA E 
HIJOS LTDA., quien asuma la responsabilidad de efectuar los pagos a la seguridad social ante la 
administradora de pensiones Colpensiones, ya que fue esta la beneficiaria de los servicios 
supuestamente prestados por el actor y NO mi prohijada.  

Finalmente, debe tenerse en cuenta que quien alega la existencia de un contrato de trabajo tiene la 
carga de probar, como mínimo, la prestación personal del servicio. En el caso presente, el actor no 
ha presentado prueba alguna que respalde tal alegación, desconociendo incluso quién fue su 
empleador durante el periodo señalado y y queriendo imputar una responsabilidad a AGRICOLA 
SANTAMARIA S.A.S., por el simple hecho de ser la actual propietaria del inmueble, lo cual carece 
de fundamento suficiente. 

A LA SEXTA: ME OPONGO a que se ordene a la Administradora Colombiana de Pensiones -
COLPENSIONES, a liquidar, cobrar y recibir de AGRICOLA SANTAMARIA S.A.S., el título 
pensional o cálculo actuarial a favor del señor NOELIO RIVAS RIVAS desde el 20 de junio de 1972 
hasta junio de 1990, teniendo en cuenta que mi representada no tuvo ningún vínculo laboral con el 
demandante para las fechas mencionadas, pues de los hechos de la demanda, se extrae que para 
el tiempo en que el señor Rivas aduce haber prestado sus servicios en la finca MYRIAN TERESA, 
esta propiedad pertenecía  URUEÑA E HIJOS LTDA. y NO a mi representada AGRICOLA 
SANTAMARIA S.A.S. 
 
En ese sentido, es claro que, entre el demandante NOELIO RIVAS RIVAS, y AGRÍCOLA 
SANTAMARÍA S.A.S., no existió ningún vínculo laboral y por ende mi representada no se 
encontraba en la obligación de efectuar aportes al Instituto del Seguro Social -ISS- hoy 
Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES- para cubrir los riesgos de invalidez, 
vejez y muerte desde el 20 de junio de 1972 a junio de 1990.  
 
Al respecto es necesario traer a colación lo expuesto en el artículo 22 de la Ley 100 de 1993, donde 
se estipula la obligación que tiene el empleador de asumir el pago de aportes al sistema general de 
pensiones siempre y cuando el trabajador este a su servicio, situación que no se configura para el 
presente caso.  
 

“ARTÍCULO 22. OBLIGACIONES DEL EMPLEADOR. El empleador será 
responsable del pago de su aporte y del aporte de los trabajadores a su servicio. 
Para tal efecto, descontará del salario de cada afiliado, al momento de su pago, el 
monto de las cotizaciones obligatorias y el de las voluntarias que expresamente 
haya autorizado por escrito el afiliado, y trasladará estas sumas a la entidad 
elegida por el trabajador, junto con las correspondientes a su aporte, dentro de los 
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plazos que para el efecto determine el Gobierno.  
 
El empleador responderá por la totalidad del aporte aun en el evento de que no 
hubiere efectuado el descuento al trabajador.” - Subrayado y negrilla fuera de 
texto. 

 
Bajo esta tesitura, es claro que mi representada no tenía la obligación de efectuar los aportes al 
sistema general de pensiones partiendo de la base que, para las fechas aludidas por el demandante, 
AGRICOLA SANTAMARIA S.A.S. no tenía un vínculo laboral con este. 

Finalmente, debe tenerse en cuenta que quien alega la existencia de un contrato de trabajo tiene la 
carga de probar, como mínimo, la prestación personal del servicio. En el caso presente, el actor no 
ha presentado prueba alguna que respalde tal alegación, desconociendo incluso quién fue su 
empleador durante el periodo señalado y y queriendo imputar una responsabilidad a AGRICOLA 
SANTAMARIA S.A.S., por el simple hecho de ser la actual propietaria del inmueble, lo cual carece 
de fundamento suficiente. 

A LA SEPTIMA: ME OPONGO a que se ordene a mi representada AGRICOLA SANTAMARIA 
S.A.S., a pagar a COLPENSIONES suma alguna, por concepto de cálculo actuarial, por el periodo 
comprendido entre el 20 de junio de 1972 hasta junio de 1990, por cuanto mi representada no tuvo 
ningún vínculo laboral con el demandante para las fechas mencionadas, pues de los hechos de la 
demanda, se extrae que para el tiempo en que el señor Rivas aduce haber prestado sus servicios 
en la finca MYRIAN TERESA, esta propiedad pertenecía  URUEÑA E HIJOS LTDA. y NO a mi 
representada AGRICOLA SANTAMARIA S.A.S. 
 
En ese sentido, es claro que, entre el demandante NOELIO RIVAS RIVAS, y AGRÍCOLA 
SANTAMARÍA S.A.S., no existió ningún vínculo laboral y por ende mi representada no se 
encontraba en la obligación de efectuar aportes al Instituto del Seguro Social -ISS- hoy 
Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES- para cubrir los riesgos de invalidez, 
vejez y muerte desde el 20 de junio de 1972 a junio de 1990.  
 
Al respecto es necesario traer a colación lo expuesto en el artículo 22 de la Ley 100 de 1993, donde 
se estipula la obligación que tiene el empleador de asumir el pago de aportes al sistema general de 
pensiones siempre y cuando el trabajador este a su servicio, situación que no se configura para el 
presente caso.  
 

“ARTÍCULO 22. OBLIGACIONES DEL EMPLEADOR. El empleador será 
responsable del pago de su aporte y del aporte de los trabajadores a su servicio. 
Para tal efecto, descontará del salario de cada afiliado, al momento de su pago, el 
monto de las cotizaciones obligatorias y el de las voluntarias que expresamente 
haya autorizado por escrito el afiliado, y trasladará estas sumas a la entidad 
elegida por el trabajador, junto con las correspondientes a su aporte, dentro de los 
plazos que para el efecto determine el Gobierno.  
 
El empleador responderá por la totalidad del aporte aun en el evento de que no 
hubiere efectuado el descuento al trabajador.” - Subrayado y negrilla fuera de 
texto. 
 

Bajo esta tesitura, es claro que mi representada no tenía la obligación de efectuar los aportes al 
sistema general de pensiones partiendo de la base que, para las fechas aludidas por el demandante, 
AGRICOLA SANTAMARIA S.A.S. no tenía un vínculo laboral con este. 

Finalmente, debe tenerse en cuenta que quien alega la existencia de un contrato de trabajo tiene la 
carga de probar, como mínimo, la prestación personal del servicio. En el caso presente, el actor no 
ha presentado prueba alguna que respalde tal alegación, desconociendo incluso quién fue su 
empleador durante el periodo señalado y y queriendo imputar una responsabilidad a AGRICOLA 
SANTAMARIA S.A.S., por el simple hecho de ser la actual propietaria del inmueble, lo cual carece 
de fundamento suficiente. 
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A LA OCTAVA: ME OPONGO a que se ordene a la Administradora Colombiana de Pensiones -
COLPENSIONES, a recibir de AGRICOLA SANTAMARIA S.A.S., el título pensional o cálculo 
actuarial a favor del señor NOELIO RIVAS RIVAS desde el 20 de junio de 1972 hasta junio de 1990, 
teniendo en cuenta que mi representada no tuvo ningún vínculo laboral con el demandante para las 
fechas mencionadas, pues de los hechos de la demanda, se extrae que para el tiempo en que el 
señor Rivas aduce haber prestado sus servicios en la finca MYRIAN TERESA, esta propiedad 
pertenecía  URUEÑA E HIJOS LTDA. y NO a mi representada AGRICOLA SANTAMARIA S.A.S. 
 
En ese sentido, es claro que, entre el demandante NOELIO RIVAS RIVAS, y AGRÍCOLA 
SANTAMARÍA S.A.S., no existió ningún vínculo laboral y por ende mi representada no se 
encontraba en la obligación de efectuar aportes al Instituto del Seguro Social -ISS- hoy 
Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES- para cubrir los riesgos de invalidez, 
vejez y muerte desde el 20 de junio de 1972 a junio de 1990.  
 
Al respecto es necesario traer a colación lo expuesto en el artículo 22 de la Ley 100 de 1993, donde 
se estipula la obligación que tiene el empleador de asumir el pago de aportes al sistema general de 
pensiones siempre y cuando el trabajador este a su servicio, situación que no se configura para el 
presente caso.  
 

“ARTÍCULO 22. OBLIGACIONES DEL EMPLEADOR. El empleador será 
responsable del pago de su aporte y del aporte de los trabajadores a su servicio. 
Para tal efecto, descontará del salario de cada afiliado, al momento de su pago, el 
monto de las cotizaciones obligatorias y el de las voluntarias que expresamente 
haya autorizado por escrito el afiliado, y trasladará estas sumas a la entidad 
elegida por el trabajador, junto con las correspondientes a su aporte, dentro de los 
plazos que para el efecto determine el Gobierno.  
 
El empleador responderá por la totalidad del aporte aun en el evento de que no 
hubiere efectuado el descuento al trabajador.” - Subrayado y negrilla fuera de 
texto. 

 
Bajo esta tesitura, es claro que mi representada no tenía la obligación de efectuar los aportes al 
sistema general de pensiones partiendo de la base que, para las fechas aludidas por el demandante, 
AGRICOLA SANTAMARIA S.A.S. no tenía un vínculo laboral con este. 

Finalmente, debe tenerse en cuenta que quien alega la existencia de un contrato de trabajo tiene la 
carga de probar, como mínimo, la prestación personal del servicio. En el caso presente, el actor no 
ha presentado prueba alguna que respalde tal alegación, desconociendo incluso quién fue su 
empleador durante el periodo señalado y y queriendo imputar una responsabilidad a AGRICOLA 
SANTAMARIA S.A.S., por el simple hecho de ser la actual propietaria del inmueble, lo cual carece 
de fundamento suficiente. 

A LA NOVENA: ME OPONGO a que se ordene a la Administradora Colombiana de Pensiones -
COLPENSIONES, a recibir de AGRICOLA SANTAMARIA S.A.S., el título pensional o cálculo 
actuarial a favor del señor NOELIO RIVAS RIVAS desde el 20 de junio de 1972 hasta junio de 1990, 
teniendo en cuenta que mi representada no tuvo ningún vínculo laboral con el demandante para las 
fechas mencionadas, pues de los hechos de la demanda, se extrae que para el tiempo en que el 
señor Rivas aduce haber prestado sus servicios en la finca MYRIAN TERESA, esta propiedad 
pertenecía  URUEÑA E HIJOS LTDA. y NO a mi representada AGRICOLA SANTAMARIA S.A.S. 
 
En ese sentido, es claro que, entre el demandante NOELIO RIVAS RIVAS, y AGRÍCOLA 
SANTAMARÍA S.A.S., no existió ningún vínculo laboral y por ende mi representada no se 
encontraba en la obligación de efectuar aportes al Instituto del Seguro Social -ISS- hoy 
Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES- para cubrir los riesgos de invalidez, 
vejez y muerte desde el 20 de junio de 1972 a junio de 1990.  
 
Al respecto es necesario traer a colación lo expuesto en el artículo 22 de la Ley 100 de 1993, donde 
se estipula la obligación que tiene el empleador de asumir el pago de aportes al sistema general de 
pensiones siempre y cuando el trabajador este a su servicio, situación que no se configura para el 
presente caso.  
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“ARTÍCULO 22. OBLIGACIONES DEL EMPLEADOR. El empleador será 
responsable del pago de su aporte y del aporte de los trabajadores a su servicio. 
Para tal efecto, descontará del salario de cada afiliado, al momento de su pago, el 
monto de las cotizaciones obligatorias y el de las voluntarias que expresamente 
haya autorizado por escrito el afiliado, y trasladará estas sumas a la entidad 
elegida por el trabajador, junto con las correspondientes a su aporte, dentro de los 
plazos que para el efecto determine el Gobierno.  
 
El empleador responderá por la totalidad del aporte aun en el evento de que no 
hubiere efectuado el descuento al trabajador.” - Subrayado y negrilla fuera de 
texto. 

 
Bajo esta tesitura, es claro que mi representada no tenía la obligación de efectuar los aportes al 
sistema general de pensiones partiendo de la base que, para las fechas aludidas por el demandante, 
AGRICOLA SANTAMARIA S.A.S. no tenía un vínculo laboral con este. 

Finalmente, debe tenerse en cuenta que quien alega la existencia de un contrato de trabajo tiene la 
carga de probar, como mínimo, la prestación personal del servicio. En el caso presente, el actor no 
ha presentado prueba alguna que respalde tal alegación, desconociendo incluso quién fue su 
empleador durante el periodo señalado y y queriendo imputar una responsabilidad a AGRICOLA 
SANTAMARIA S.A.S., por el simple hecho de ser la actual propietaria del inmueble, lo cual carece 
de fundamento suficiente. 

A LA DECIMA: ME OPONGO si se afectan los intereses de mi prohijada, debiendo precisar que el 
reconocimiento y pago de una pensión de vejez le corresponde únicamente a las administradoras 
de pensiones.  
 
A LA DECIMA PRIMERA: ME OPONGO si se afectan los intereses de mi prohijada, debiendo 
precisar que el reconocimiento y pago de una pensión de vejez y demás emolumentos, le 
corresponde únicamente a las administradoras de pensiones.  
 
A LA DECIMA SEGUNDA: ME OPONGO si se afectan los intereses de mi prohijada, debiendo 
precisar que el reconocimiento y pago de una pensión de vejez y demás emolumentos, le 
corresponde únicamente a las administradoras de pensiones. 
 
A LA DECIMA TERCERA: ME OPONGO si se afectan los intereses de mi prohijada, debiendo 
precisar que el reconocimiento y pago de una pensión de vejez y demás emolumentos, le 
corresponde únicamente a las administradoras de pensiones. 
 
A LA DECIMA CUARTA: ME OPONGO a que se condene a la sociedad AGRÍCOLA SANTAMARÍA 
S.A.S. al pago de las costas y agencias en derecho, toda vez que el litigio aquí suscitado, no surgió 
por hechos u omisiones a cargo de mi representada, del mismo modo, debe tenerse en cuenta que 
en el libelo de demanda no reposan fundamentos jurídicos, fácticos ni contractuales que permitan 
endilgarle obligación alguna a mi representada, y en esa medida, debe ser la parte vencida en juicio 
quien asuma esos valores. 
 
A LA DECIMA QUINTA: ME OPONGO a que se condene a mi representada AGRICOLA 
SANTAMARIA S.A.S., a pagar a favor del demandante suma alguna por concepto de intereses 
moratorios, por cuanto el litigio aquí suscitado, no surgió por hechos u omisiones a cargo de mi 
representada, ya que esta, no fungió en ningún momento como empleadora del señor NOELIO 
RIVAS RIVAS, pues de los hechos de la demanda, se extrae que para el tiempo en que el señor 
Rivas aduce haber prestado sus servicios en la finca MYRIAN TERESA, esta propiedad pertenecía  
URUEÑA E HIJOS LTDA. y NO a mi representada AGRICOLA SANTAMARIA S.A.S. 
 
En ese sentido, es claro que, entre el demandante NOELIO RIVAS RIVAS, y AGRÍCOLA 
SANTAMARÍA S.A.S., no existió ningún vínculo laboral y por ende mi representada no se 
encontraba en la obligación de efectuar aportes al Instituto del Seguro Social -ISS- hoy 
Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES- para cubrir los riesgos de invalidez, 
vejez y muerte desde el 20 de junio de 1972 a junio de 1990, por lo que, no se ha presentado mora 
alguna por parte de mi prohijada. 
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A LA DECIMA SEXTA: ME OPONGO por cuanto no existen fundamentos fácticos, jurídicos ni 
probatorios que sustenten los hechos y pretensiones contenidos en la demanda, al no prosperar las 
pretensiones declarativas no prosperar las condenatorias, por ende, no podría el Juez de instancia 
fallar ultra o extra petita, en razón que a mi representada no le asiste ninguna obligación frente al 
petitum objeto del litigio. Lo anterior, con fundamento en la jurisprudencia, ordenamiento jurídico, 
las normas que regulan el contrato de trabajo y demás disposiciones a fin. 
 

I. EXCEPCIONES DE FONDO FRENTE A LA DEMANDA 
 
Como excepciones perentorias propongo las siguientes: 
 
1. INEXISTENCIA DE RELACIÓN LABORAL ENTRE EL DEMANDANTE Y AGRICOLA 

SANTAMARIA S.A.S. DURANTE EL PERIODO DEL 20 DE JUNIO DE 1972 A JUNIO DE 1990 
Y NI CON ANTERIORIDAD O POSTERIORIDAD A ESTE.  
 

Para que se acredite la existencia de un contrato de trabajo, es indispensable que concurran los 
elementos esenciales establecidos en el artículo 23 del Código Sustantivo del Trabajo, que son: (i) 
la prestación personal del servicio, (ii) la subordinación y (iii) la remuneración. No obstante, en el 
presente proceso no se ha demostrado la relación laboral entre AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S. 
y el señor NOELIO RIVAS RIVAS durante el periodo comprendido entre el 20 de junio de 1972 y 
junio de 1990, como quiera que no se avizora el cumplimiento de los elementos esenciales del 
contrato de trabajo, por cuanto el demandante no prestó sus servicios de manera personal ni estuvo 
bajo la subordinación continua de mi representada durante lapsus temporal. 
 
Al respecto, el artículo 23 del Código Sustantivo del Trabajo, establece que:  
 

“ARTICULO 23. ELEMENTOS ESENCIALES. 
 
1. Para que haya contrato de trabajo se requiere que concurran estos tres 
elementos esenciales: 
 
a. La actividad personal del trabajador, es decir, realizada por sí mismo; 
 
b. La continuada subordinación o dependencia del trabajador respecto del 
empleador, que faculta a éste para exigirle el cumplimiento de órdenes, en 
cualquier momento, en cuanto al modo, tiempo o cantidad de trabajo, e imponerle 
reglamentos, la cual debe mantenerse por todo el tiempo de duración del contrato. 
Todo ello sin que afecte el honor, la dignidad y los derechos mínimos del 
trabajador en concordancia con los tratados o convenios internacionales que 
sobre derechos humanos relativos a la materia obliguen al país; y 
 
c. Un salario como retribución del servicio. 
 
(…)” 

 
De acuerdo con lo expuesto anteriormente, para que se acredite la relación laboral, sería necesario 
que el demandante hubiera prestado sus servicios de manera personal, al servicio y bajo la 
subordinación de AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S., lo cual no sucede en el presente caso. 
 
En línea con lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia – Sala Laboral en Sentencia SL3126 2021 
M.P. IVÁN MAURICIO LENIS GÓMEZ, explica que:  
 

“Conforme el artículo 23 del Código Sustantivo del Trabajo, en el contrato de 
trabajo concurren la actividad personal del trabajador, el salario como retribución 
del servicio prestado y la continuada subordinación que faculta al empleador para 
“exigirle el cumplimiento de órdenes, en cualquier momento, en cuanto al modo, 
tiempo o cantidad de trabajo, e imponerle reglamentos, la cual debe mantenerse 
por todo el tiempo de duración del contrato”, ello sin afectar su honor, dignidad 
humana y sus derechos mínimos laborales».”  
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En este sentido, y conforme a la definición establecida por la Corte Suprema, no es plausible afirmar 
que existió una relación laboral entre el señor NOELIO RIVAS RIVAS y AGRÍCOLA SANTAMARÍA 
S.A.S., dado que no concurren los elementos necesarios para acreditar que efectivamente prestó 
sus servicios a favor de mi representada ni que estuvo bajo su subordinación. En conclusión, es 
evidente que el señor NOELIO RIVAS RIVAS no aportó prueba fehaciente que demuestre que 
durante el periodo comprendido entre el 20 de junio de 1972 y junio de 1990 se cumplieron los 
requisitos establecidos en el artículo 23 del Código Sustantivo del Trabajo para acreditar una 
relación laboral con AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S.. Por el contrario, de los hechos expuestos 
en la demanda se infiere que su verdadero empleador fue la sociedad URUEÑA E HIJOS LTDA., 
considerando que las labores fueron realizadas en la finca MYRIAN TERESA, terreno que, en las 
fechas mencionadas, pertenecía a dicha entidad. 

Por lo tanto, queda demostrado que a mi representada no le corresponde asumir responsabilidad 
alguna respecto a la pretensión de la emisión del título pensional, dado que no fue empleadora del 
demandante durante el periodo señalado. 

2. CARGA PROBATORIA QUE DEBE ASUMIR LA PARTE DEMANDANTE PARA ACREDITAR 
LA EXISTENCIA DE UN CONTRATO DE TRABAJO 
 

La presente excepción se fundamenta en el artículo 24 del C.S.T., modificado por el artículo 2° de 
la Ley 50 de 1990 en el cual se presume que toda prestación personal de un servicio está regida 
por un contrato de trabajo, de modo que quien reclame la existencia de un contrato de trabajo, debe 
probar que prestó personalmente un servicio. Para el presente caso, el demandante se limita a 
hacer una serie de afirmaciones carentes de sustento probatorio, puesto que no aporta siquiera una 
prueba sumaria que demuestre la existencia de un contrato de trabajo entre él y mi representada 
durante el periodo comprendido entre el 20 de junio de 1972 y junio de 1990. 
 
Al respecto el artículo 24 del C.S.T. reza:  
 

ArtÍculo 24. PRESUNCIÓN: Se presume que toda relación de trabajo personal 
está regida por un contrato de trabajo.  

 
En apoyo al precepto normativo, la Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Laboral 
manifiesta:  
 

“(…) para que se configure un contrato de trabajo, se requiere que en la actuación 
procesal (demanda) esté plenamente demostrada la actividad personal del 
trabajador demandante a favor de la parte demandada y la continua subordinación 
jurídica, supuestos fácticos que para el presente caso no se acreditaron en el 
escrito de demanda (…)” (Subrayado y paréntesis fuera de texto). 

 
Lo anterior, soportado en el carácter tuitivo o protector de las normas del derecho al trabajo, que le 
otorgan a quien alega su condición de trabajador una ventaja probatoria consistente en probar la 
simple prestación del servicio a una persona natural o jurídica, para que se presuma esa relación 
contractual laboral. 
 
En igual sentido, la Sala Laboral de la Corte suprema de justicia en Sentencia SL4912-2020 señaló 
que: 

“En efecto, se ha considerado que al quedar demostrada la prestación personal 
del servicio, debe presumirse la existencia del contrato de trabajo en los términos 
del artículo 24 del Código Sustantivo del Trabajo, sin que por ello se releve al 
demandante de otras cargas probatorias, tales como acreditar los extremos 
temporales de la relación, el monto del salario, su jornada laboral, el trabajo en 
tiempo suplementario si lo alega, el hecho del despido cuando se demanda la 
indemnización por terminación del vínculo sin justa causa, entre otros” 

 
A su vez, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Medellín en Sentencia del 24 de 
octubre de 2023, reitero que:  
 

En lo que respecta al requisito establecido en el artículo 23 del C. S. de T. 
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subrogado por el artículo 1º de la Ley 50 de 1990, se tiene que, para que exista 
contrato de trabajo se debe acreditar 1) “La actividad personal del trabajador”, 2) 
“La continuada subordinación o dependencia del trabajador respecto del 
empleador”, y 3) “Un salario como retribución del servicio”.  
 
Por ende, es la parte demandante la que tiene la carga probatoria según lo 
establecido en los artículos 164 y 167 del C.G.P, de demostrar la prestación 
personal del servicio con el empleador demandado y que, por ello, recibió 
una remuneración, además de los extremos temporales de la relación y el 
salario; tal y como lo ha señalado la Corte suprema de Justicia en sentencia 
SL5453-2018.  
 
En orden de lo anterior, para efectos de declarar la existencia de una relación 
laboral, la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación 
Laboral ha establecido de manera pacífica y reiterada, que resulta necesario 
acreditarse la prestación del servicio por quien alega ser trabajador, indicándose 
entre otras en la sentencia SL4518-2021 al citar la SL16528- 2016, que:  
 

“Para la configuración del contrato de trabajo se requiere que en la 
actuación procesal esté plenamente demostrada la actividad personal 
del trabajador demandante a favor de la parte demandada, y en lo que 
respecta a la continuada subordinación jurídica, que es el elemento 
característico y diferenciador de toda relación de trabajo, debe 
igualmente estar evidenciada. Sin embargo, no será necesaria la 
acreditación de la citada subordinación, con la producción de la 
respectiva prueba, en los casos en que se encuentre debidamente 
comprobada la prestación personal del servicio, ya que en este evento 
lo pertinente, es hacer uso de la presunción legal consagrada en el art. 
24 del Código Sustantivo del Trabajo que reza: «Se presume que toda 
relación de trabajo personal está regida por un contrato de trabajo», la 
cual puede ser desvirtuada con la demostración del hecho contrario, 
es decir, que el servicio no se prestó bajo un régimen contractual de 
índole laboral.” (Subraya intencionales de la Sala)  

 
(…) 
 
Lo anterior significa, que a la parte demandante le basta con probar la 
prestación o la actividad personal, y los extremos de la misma para que se 
presuma el contrato de trabajo y es a la parte demandada a quien le 
corresponde desvirtuar dicha presunción con la que quedó beneficiado quien 
presta el servicio, lo que se traduce en un traslado de la carga probatoria, 
demostrando que la actividad contratada se ejecutó o realizó en forma autónoma, 
totalmente independiente y no subordinada, bajo un nexo distinto del laboral, sin 
que ello se torne en una prueba diabólica. Sobre el particular véanse las 
sentencias SL4027-2017 y SL365 de 2019.” – Subrayado y negrilla fuera del texto.   

 
De lo anterior, se colige que el demandante debía probar la prestación personal del servicio para 
poder presumir la existencia de un contrato de trabajo, y a su vez acreditar los extremos temporales 
de la supuesta relación, el monto del salario, su jornada laboral, entre otros. No obstante, de las 
pruebas obrantes en el expediente, NO se avizora ningún documento que logre demostrar la 
supuesta relación laboral entre el actor y mi representada.  
 
A su vez, la Sentencia SL362-2018 emitida por la Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación 
Laboral, recalcó: 
 

“Ha de recordarse por la Sala que la presunción legal del artículo 24 del CST 
admite prueba en contrario”  

 
Así la cosas, se entiende entonces que la presunción del contrato de trabajo no es automática y 
admite prueba en contrario. 
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En conclusión, corresponde al demandante, quien solicita el reconocimiento del contrato de trabajo, 
demostrar que efectivamente prestó sus servicios personales a favor de AGRÍCOLA SANTAMARÍA 
S.A.S. durante el período que alega. Tal como lo ha señalado la jurisprudencia, la presunción legal 
de la existencia del contrato de trabajo establecida en el artículo 24 del Código Sustantivo del 
Trabajo (CST) no es automática y admite prueba en contrario. Sin embargo, debe destacarse que 
las pruebas presentadas por la parte actora no acreditan la prestación personal de los servicios por 
parte del demandante frente a mi representada. Más aún, al analizar los hechos planteados, se 
observa que el demandante ni siquiera tiene certeza de quién fue su empleador, limitándose a 
señalar que prestó sus servicios en la finca MYRIAN TERESA, que actualmente pertenece a 
AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S., pero omitiendo que dicho predio fue propiedad de URUEÑA E 
HIJOS LTDA. hasta el año 1997.  

3. INEXISTENCIA DE OBLIGACIÓN A CARGO DE AGRICOLA SANTAMARIA S.A.S. DE 
EFECTUAR APORTES AL SISTEMA GENERAL EN PENSIÓN A PARTIR DEL 20 DE JUNIO 
DE 1972 HASTA JUNIO DE 1990, POR CUANTO ESTA SOCIEDAD NO FUNGIÓ COMO 
EMPLEADORA DEL DEMANDANTE DURANTE DICHA CALENDA. 

 
La responsabilidad de efectuar el pago de los aportes al sistema general en pensión corresponde a 
quien funja como empleador del trabajador. En el presente asunto, es latente la inexistencia de 
obligación de AGRICOLA SANTAMARIA S.A.S. de efectuar los aportes al sistema general en 
pensión para los periodos pretendidos por el demandante al no ostentar la calidad de empleadora 
del actor para dicha calenda. Al respecto, la compañía AGRICOLA SANTAMARIA S.A.S no tiene la 
obligación de efectuar los aportes al sistema general en pensión solicitados por el demandante toda 
vez que mi representada no fue empleadora del señor NOÉLIO RIVAS RIVAS para el periodo 
comprendido entre el 20 de junio de 1972 a junio de 1990. Lo anterior teniendo en cuenta que, el 
demandante afirma haber desempeñado el cargo de "Oficios Varios" en la finca MYRIAN TERESA 
desde el 20 de junio de 1972 hasta junio de 1990 y para dicho periodo, el mencionado terreno NO 
pertenecía a AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S., sino que pertenecía a la sociedad URUEÑA E 
HIJOS LTDA. 
 
De conformidad con lo anterior, es menester traer a colación la Ley 100 de 1993, la cual en su 
artículo 22 indica que: 
 

“El empleador será responsable del pago de su aporte y del aporte de los 
trabajadores a su servicio. Para tal efecto, descontará del salario de cada 
afiliado, al momento de su pago, el monto de las cotizaciones obligatorias y el de 
las voluntarias que expresamente haya autorizado por escrito el afiliado, y 
trasladará estas sumas a la entidad elegida por el trabajador, junto con las 
correspondientes a su aporte, dentro de los plazos que para el efecto determine 
el Gobierno. (…)” 

 
De la norma citada se concluye que el empleador deberá reconocer y efectuar los aportes al sistema 
general en pensión de aquellos trabajadores a su servicio, es decir, existe un condicionamiento en 
la obligación por parte del patrono y es que efectivamente dicho trabajador haya prestado sus 
labores para la época en la que se paguen esos aportes.  
 
De esta forma lo precisó la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral mediante 
Sentencia proferida el 9 de septiembre 2020, rad. 60664, al indicar: 
 

“(…) el hecho generador de las cotizaciones al sistema pensional es la relación de 
trabajo. El trabajo efectivo, desarrollado en favor de un empleador, causa o genera 
el deber de aportar al sistema pensional de los trabajadores afiliados al mismo” 

 
Del mismo modo, la Corte mediante sentencia SL4698-2020 afirmó que dichas cotizaciones 
pensionales se causan al momento en el que el trabajador labora en beneficio de un empleador, es 
decir, dichos aportes son una consecuencia del trabajo desplegado a favor de otro. 

Bajo esa tesitura, mi representada no tenía la obligación de reportar una afiliación al sistema general 
de pensiones en razón a que no existió vínculo laboral con el demandante para el periodo 
comprendido entre el 20 de junio de 1972 a junio de 1990. Por este motivo, la parte actora no puede 
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alegar una omisión de afiliación a cargo de la sociedad que represento, pues no se acredita algún 
sustento fáctico ni jurídico para pretender el reconocimiento de derechos laborales a cargo de 
AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S.  

De ser así, el demandante debe probar la configuración de los tres elementos esenciales del 
contrato de trabajo -como mínimo, la prestación personal del servicio-, contemplados en el artículo 
23 del Código Sustantivo de Trabajo, los cuales son: 

a) La actividad personal del trabajador, es decir, realizada por sí mismo; 
b) La continua subordinación o dependencia del trabajador respecto del empleador, que 
faculta a éste para exigirle el cumplimiento de órdenes, en cualquier momento, en cuanto 
al modo, tiempo o cantidad de trabajo, e imponerle reglamentos, la cual debe mantenerse 
por todo el tiempo de duración del contrato; 
c) Un salario como retribución del servicio. 

 
Con base en lo expuesto y de conformidad con el caso en concreto, es necesario precisar que: (i) 
el señor NOELIO RIVAS RIVAS sostiene haber desempeñado el cargo de "Oficios Varios" en la 
finca MYRIAN TERESA desde el 20 de junio de 1972 hasta junio de 1990; y (ii) durante dicho 
período, el terreno denominado MYRIAN TERESA era propiedad de URUEÑA E HIJOS LTDA., no 
de AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S. En consecuencia, se concluye que no existió vínculo laboral 
alguno entre el señor NOELIO RIVAS RIVAS y mi representada, por lo que NO era esta la 
responsable de efectuar los pagos correspondientes a la seguridad social en pensiones, como 
quiera que, durante el período mencionado (20 de junio de 1972 a junio de 1990) el terreno MYRIAN 
TERESA no pertenecía a AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S., y esta no fue la beneficiaria de las 
labores desempeñadas el demandante. 
 
4.  EL ACTO DE NO AFILIACIÓN AL ISS Y EL PAGO DE APORTES DURANTE EL PERIODO 

COMPRENDIDO ENTRE EL 20 DE JUNIO DE 1972 A JUNIO DE 1990 SE LE DEBE IMPUTAR 
A URUEÑA E HIJOS LTDA. 

 
La obligación de afiliar y realizar el pago de los aportes a la seguridad social, le compete a quien 
funja en calidad de empleador. Para el caso en concreto se tiene que el señor NOELIO RIVAS 
RIVAS desempeñó labores en la finca MYRIAN TERESA por el periodo comprendido entre el 20 de 
junio de 1972 a junio de 1990 y que, para tal periodo, dicho terreno pertenecía a la sociedad 
URUEÑA E HIJOS LTDA. por lo tanto, es claro que URUEÑA E HIJOS LTDA. fungió como única 
empleadora del aquí demandante y por ende era esta la encargada de afiliar y efectuar el pago de 
los aportes a la seguridad social en pensiones en favor del señor Rivas, y NO AGRICOLA 
SANTAMARÍA S.A.S. por cuanto mi representada no ostentó la calidad de empleadora del señor 
NOÉLIO RIVAS RIVAS para dicha época.   
 
De lo expuesto, se trae a colación que la Ley 90 de 1946 en su artículo 76 impuso una obligación a 
los empleadores de aprovisionar los recursos necesarios para cumplir con las obligaciones 
pensionales causadas por la falta del inicio de cobertura del ISS, del mismo modo, mediante el 
artículo 33 de la Ley 100 de 1993 se precisa la obligación de los empleadores de efectuar dichos 
aportes al sistema general en pensiones de los periodos laborados antes de la vigencia de la citada 
ley, siempre y cuando la vinculación laboral se encontrara vigente o se haya iniciado con 
posterioridad a la vigencia de la Ley 100 de 1993. 
 
De conformidad con la normativa citada, en efecto los empleadores tienen la obligación de 
reconocer y pagar al sistema general en pensiones los aportes de los periodos laborados por sus 
trabajadores previos a la vigencia de la Ley 100 de 1993, además se debe preciar que en el presente 
caso, si bien la relación laboral del demandante con URUEÑA E HIJOS LTDA. inició supuestamente 
el 20/06/1972 y termino en junio de 1990, es decir antes de que el ISS prestara cobertura, lo cierto 
es que, de igual manera, dicha sociedad tenía la obligación de aprovisionar los recursos necesarios 
para cumplir con las obligaciones pensionales causadas por la falta del inicio de cobertura del ISS 
y posteriormente afiliar y efectuar los aportes al sistema general en pensiones por los periodos 
laborados. 
 
Al respecto, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral mediante sentencia SL9896-
2014 se pronunció frente a la no exoneración de los empleadores frente a su obligación de afiliar y 
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pagar los respectivos aportes para los periodos laborados por el trabajador y en los cuales aún no 
existía cobertura por parte del ISS, así entonces, la Corte expresamente indicó: 
 

“Aun cuando es cierto el carácter transitorio del régimen de prestaciones 
patronales, no puede estimarse que el empleador no tuviera 
responsabilidades ni obligación respecto de los periodos efectivamente 
trabajados por su empleado, pues la disposición que reguló el tema no lo 
excluyó de ese gravamen, es decir, no puede interpretarse aquella previsión en 
forma restrictiva, ni menos bajo la lectura del 1613 del C.C., porque se desconoce 
la protección integral que se debe al trabajador, la cual se logra a través de la 
entidad de Seguridad Social, si se dan las exigencias legales y reglamentarias, a 
cargo de la empleadora, en cualquier evento en que deba la atención de riesgos, 
esto es, por las diferentes causas que no distingue el legislador, como la ausencia 
de aportes a la Seguridad Social ante la falta de cobertura del I.S.S., o por la 
omisión del responsable de la afiliación respectiva o del pago de las cotizaciones 
debidas.” 

 
Por otro lado, la CSJ también ha sido enfática en establecer la obligación que le asiste al empleador 
en trasladar al sistema general en pensiones el valor de los aportes correspondientes al periodo 
laborado y no cotizado, esto puede verificarse en las sentencias STL11357-2021 y SL2949-2022. 
 
De acuerdo con lo expuesto, queda clara la obligación del empleador de pagar los aportes 
correspondientes a los períodos en los que el trabajador laboró, pero no fueron cotizados al sistema 
general de pensiones. En este sentido, para el presente caso, es evidente que la sociedad URUEÑA 
E HIJOS LTDA. incurrió en una omisión al no cumplir con dicha obligación, ya que, según los hechos 
descritos en la demanda, el señor NOELIO RIVAS RIVAS trabajó en la finca MYRIAN TERESA 
durante los años 1972 a 1990, período en el cual dicho terreno era propiedad de URUEÑA E HIJOS 
LTDA. En virtud de lo anterior, dado que fue URUEÑA E HIJOS LTDA. la empleadora del señor 
Rivas entre el 20 de junio de 1972 y junio de 1990, y no AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S., 
corresponde a esta última sociedad cumplir con la obligación de reconocer y pagar los aportes a 
pensión por el período trabajado y no cotizado por el demandante. 
 
5. INEXISTENCIA DE OBLIGACIÓN A CARGO DE AGRICOLA SANTAMARIA S.A.S. 

TENIENDO EN CUENTA QUE EL PREDIO EN EL CUAL LABORÓ EL ACTOR DEL 06 DE 
JUNIO DE 1972 A JUNIO DE 1990, PERTENECÍA A URUEÑA E HIJOS LTDA, Y; SOLO 
HASTA EL AÑO 1997, ESTA PROPIEDAD PASO A SER PATRIMONIO DE MI 
REPRESENTADA.  

La inexistencia de obligación se fundamenta en que el predio en el que laboró el actor entre 1972 y 
1990 era propiedad de URUEÑA E HIJOS LTDA., y NO de AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S., pues 
dicho terreno solo fue adquirido mediante Escritura Publica No.2357 del 25/08/1997, por lo que no 
puede ser responsable mi prohijada de las condiciones laborales previas a esa fecha. Frente al caso 
que nos ocupa y en consideración con lo expuesto en los hechos de la demanda, se tiene que el 
señor NOELIO RIVAS RIVAS desempeño actividades laborales en la finca MYRIAN TERESA 
durante el 06 de junio de 1972 a junio de 1990, interregno de tiempo en cual, dicho territorio era 
propiedad de URUEÑA E HIJOS LTDA.  

De conformidad con lo anterior, es menester precisar que la propiedad en mención, perteneció a la 
sociedad URUEÑA E HIJOS LTDA., hasta el año 1997, ya que, mediante escritura pública No. 2357 
del 25 de agosto de 1997, URUEÑA E HIJOS LTDA., transfirió el título de venta del terreno 
denominado MYRIAN TERESA a la sociedad AGROPECURIA PINAR DEL S.A. Posteriormente, 
esta sociedad se fusionó con las empresas INVERSIONES H.H. LTDA., AGROPECURIA SAN 
JUDAS TADEO LTDA., y AGRÍCOLA SAN BLAS LTDA., mediante la escritura pública No. 2664 del 
19 de noviembre de 1999, de la Notaría Séptima del Círculo de Medellín, conformándose lo que hoy 
se denomina AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S., como se pasa a demostrar:  
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• ESCRITURA PÚBLICA NO. 2357 DEL 25 DE AGOSTO DE 1997 – VENTA DEL TERRNO 
DENOMINADO MYRIAN TERESA: 

 
 

• ESCRITURA PÚBLICA NO. 2664 DEL 19 DE NOVIEMBRE DE 1999 – FUSION 
AGRICOLA SANTAMARIA S.A.S.: 

 

 
 

En consecuencia, se debe aclarar que el terreno denominado MYRIAN TERESA pertenece a mi 
representada desde el año 1997, por lo que los hechos ocurridos con anterioridad a dicha fecha no 
son de conocimiento de mi prohijada. En ese sentido, se concluye que no existió vínculo laboral 
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entre el señor NOÉLIO RIVAS RIVAS y mi representada, ya que, para el periodo mencionado (20 
de junio de 1972 a junio de 1990), el terreno denominado MYRIAN TERESA no era propiedad de 
AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S., y por ende no existe responsabilidad alguna a cargo de mi 
prohijada. 
 
6. LA MORA EN EL PAGO DE APORTES AL SISTEMA GENERAL EN PENSIÓN, LE ES 

IMPUTABLE A COLPENSIONES POR CUANTO LA ADMINISTRADORA NO EJERCIÓ LAS 
RESPECTIVAS ACCIONES DE COBRO POR EL PERIODO DEL 20 DE JUNIO DE 1972 A 
JUNIO DE 1990. 

 
La ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES tenía el deber legal 
de ejercer las respectivas acciones de cobro contra el empleador del señor NOÉLIO RIVAS RIVAS 
por la mora en el pago de los aportes para el periodo comprendido entre 20 de junio de 1972 a junio 
de 1990 así entonces, en razón a la omisión de COLPENSIONES en adelantar dicha gestión ante 
el empleador del demandante, esto es, a URUEÑA E HIJOS LTDA, le es imputable a esta entidad 
la mora en el pago.  
 
El artículo 24 de la Ley 100 de 1993 impone un deber legal a las administradoras de pensiones de 
los diversos regímenes de iniciar las respectivas acciones de cobro pertinentes en caso de mora en 
el pago del empleador en los aportes al sistema. 
 

“ARTÍCULO 24. ACCIONES DE COBRO. Corresponde a las entidades 
administradoras de los diferentes regímenes adelantar las acciones de 
cobro con motivo del incumplimiento de las obligaciones del empleador de 
conformidad con la reglamentación que expida el Gobierno Nacional. Para 
tal efecto, la liquidación mediante la cual la administradora determine el valor 
adeudado, prestará mérito ejecutivo.” 

 
De acuerdo con lo anterior, si bien el artículo 22 de la misma ley afirma que es responsabilidad del 
empleador efectuar los aportes al sistema general en pensión de sus trabajadores, las 
administradoras de pensiones también deberán ejercer ese control en el cumplimiento del 
empleador y por lo tanto se les impone la obligación de ejercer las gestiones de cobro en los casos 
de que se verifique una mora en el pago de los aportes por parte del patrono.  
 
En ese sentido, es menester precisar que, si la administradora de pensión omite la obligación legal 
de ejercer dichas acciones de cobro, será esta entidad quien deberá reconocer y pagar los aportes 
en mora. Lo anterior se puede verificar mediante sentencia SL3707- 2017 dentro de la cual, la Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral indicó:   
  

“Ahora bien, en cuanto a las alegaciones del censor referentes a la 
responsabilidad en caso de mora en el pago de aportes a la seguridad social, 
cumple recordar que la Corte en sentencia CSJ SL, 22 jul. 2008, rad. 34270, varió 
su jurisprudencia y estableció que cuando se presente dicha situación, y esto 
impida el acceso a las prestaciones, si además medió incumplimiento de la 
administradora en el deber legal que tiene de cobro, es a esta última a quien 
le incumbe el pago de las mismas a los afiliados o sus beneficiarios. Precisó 
la Corte para el caso de los afiliados en condición de trabajadores 
dependientes, que si han cumplido con el deber que les asiste frente a la 
seguridad social de prestar el servicio y así causar la cotización, no pueden 
salir perjudicados ellos o sus beneficiarios, por la mora del empleador en el 
pago de los aportes y que antes de trasladar a éste las consecuencias de 
esa falta, resulta menester verificar si la administradora de pensiones 
cumplió con el deber de cobro” (Subrayado fuera de texto) 

  
Del mismo modo, mediante Sentencia SL018-2020, la Sala de Casación Laboral de la CSJ reiteró 
lo anterior, manifestando la responsabilidad de las administradoras de pensiones, de la mora en los 
casos en que no se avizora el cumplimiento en su deber de adelantar las acciones de cobro al 
empleador:   
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“el hecho generador de las cotizaciones al sistema general de pensiones es la 
relación de trabajo subordinada o la vinculación legal y reglamentaria. Así, es la 
actividad efectiva, desarrollada en favor de un empleador, la que causa o genera 
el deber de aportar al sistema pensional a nombre del trabajador afiliado. 
Entonces, si realmente existe una vinculación laboral y el empleador entra 
en mora en el pago de los aportes y la entidad de seguridad respectiva no 
ejerce las acciones de cobro, será Colpensiones el responsable de las 
prestaciones que emanan del sistema.”  

  
En consecuencia, teniendo en cuenta que no existe prueba que acredite que efectivamente 
COLPENSIONES efectuó acciones de cobro contra el empleador del demandante, URUEÑA E 
HIJOS LTDA por la mora en el pago de los aportes para el periodo comprendido entre el 20 de junio 
de 1972 a junio de 1990, se debe condenar a dicha administradora a computar dichos periodos con 
cargo a su propio patrimonio, comoquiera que fue COLPENSIONES quien omitió su obligación legal 
consagrada en el artículo 24 de la Ley 100 de 1993.   
 
7. PRESCRIPCIÓN DE LOS DERECHOS RECLAMADOS  
 
Sin que pueda constituir reconocimiento de responsabilidad alguna, invoco como excepción la 
PRESCRIPCIÓN, en aras de preservar la defensa de mi representada y tomando como base las 
pretensiones tendientes al reconocimiento y pago de un cálculo actuarial o constitución de un título 
pensional y posibles tributos como el pago de salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones. 
 
Así las cosas, en materia laboral, el artículo 488 del Código Sustantivo del Trabajo señala:  
 

“Regla general. Las acciones correspondientes a los derechos regulados en este 
Código, prescriben en tres (3) años, que se cuentan desde que la respectiva 
obligación se haya hecho exigible, salvo en los casos de prescripciones 
especiales establecidas en el Código Procesal de Trabajo o en el presente estatuto.” 
(Negrilla fuera de texto). 

 
A su vez, el artículo 151 del C.P.T y de la Seguridad Social señala: 
 

“Prescripción. Las acciones que emanen de las leyes sociales prescribirán en tres 
años, que se contarán desde que la respectiva obligación se haya hecho 
exigible. El simple reclamo escrito del trabajador, recibido por el patrono, sobre un 
derecho o prestación debidamente determinado, interrumpirá la prescripción, pero 
sólo por un lapso igual”. (Negrilla y subraya fuera de texto). 

 
Aún en gracia de discusión, es del caso precisar que los derechos causados con anterioridad a la 
presentación de la presente demanda se encuentran prescritos.   
 
8. BUENA FE  

Debe recordarse que el principio de la buena fe, además de estirpe Constitucional, obliga a las 
autoridades y a la misma ley, a que presuman la buena fe en las actuaciones de los particulares. 

Al respecto, la sentencia C -1194 de 2008, indicó:  

“(…) La jurisprudencia constitucional ha definido el principio de buena fe como 
aquel que exige a los particulares y a las autoridades ajustar sus comportamientos 
a una conducta honesta, leal y conforme con las actuaciones que podrían 
esperarse de una persona correcta. Así la buena fe presupone la existencia de 
relaciones reciprocas con trascendencia jurídica, y se refiere a la “confianza, 
seguridad y credibilidad que otorga la palabra dada (…)”. 

De esta manera, la buena fe es un valor que se fundamenta en imperativos sociales como la 
confianza, rectitud, y honestidad, a lo que se destaca el cumplimiento de mi representada a estos 
preceptos. 
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Por último, es preciso destacar lo señalado en la sentencia de radicación No. 57.379, proferida por 
la Sala de Casación Laboral, Sala de Descongestión No. 1, Magistrado Ponente Martín Emilio 
Beltrán Quintero, el 06 de junio de 2018, en la cual se indicó: 

 
 “Se debe recordar que, acorde con la jurisprudencia, la buena fe equivale a obrar 
con lealtad, rectitud y de manera honesta, es decir, se traduce en la conciencia 
sincera, con sentimiento suficiente de probidad y honradez del empleador frente a 
su trabajador que, en ningún momento, ha querido atropellar sus derechos, lo cual 
está en contraposición con el obrar de mala fe, de quien pretende obtener ventajas 
o beneficios sin una suficiente dosis de integridad o pulcritud”. 

 
En conclusión, mi representada actuó de buena fe y por lo tanto no se le puede condenar 
responsabilidad alguna.  
 
9.  ENRIQUECIMIENTO SIN CAUSA Y COBRO DE LO NO DEBIDO 

 
Esta excepción se fundamenta en un hecho que es común denominador de la demanda- y tiene 
una estrecha relación con las excepciones presentadas con anterioridad, la cual es la recurrente 
alusión a acreencias que no están probadas por el señor NOÉLIO RIVAS RIVAS. En este sentido, 
es necesario resaltar que mi representada, AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S., no actuó en calidad 
de empleador del actor durante el período comprendido entre el 6 de junio de 1972 y junio de 1990, 
ni en ningún otro período anterior o posterior, por lo que, ni siquiera en gracia de discusión puede 
accederse a lo pretendido por el actor, por cuanto las mismas, buscan el reconocimiento de pagos 
por concepto de aportes al sistema general de pensiones; obligación que solo recae sobre quien 
acredite su calidad de empleador. 
 
Al respecto, debe tenerse en cuenta que la prohibición al enriquecimiento sin causa no es otra cosa 
que un principio general del derecho que debe ser plenamente respetado, según lo ha sostenido la 
doctrina y la jurisprudencia reiteradamente. Frente al particular, la Doctora Yolima Prada Márquez, 
en el libro Derecho de las Obligaciones – TOMO I dirigido por la Doctora Marcela Castro, afirmó:  

 
“Como ya se indicó, concebimos al enriquecimiento sin causa o, mejor aún, 
entendemos que no prohijar el enriquecimiento sin causa es un principio general 
del derecho, que forma parte del derecho natural; siguiendo al maestro Ripert es 
un deber moral que resulta perfectamente aplicable a cualquier relación jurídica, 
no sólo como postulado rector, sino como expresión concreta de la equidad, la 
cual es esencial en un Estado social de derecho como el nuestro”.1 
 

En este mismo sentido, en sentencia del 22 de julio del 2009 el Consejo de Estado señaló: “que el 
enriquecimiento sin causa es un principio general de derecho, que prohíbe incrementar el patrimonio 
sin razón justificada2”. 
 
Conforme a los anteriores fundamentos, no hay lugar en este caso a la declaratoria de 
responsabilidad de la demandada, como quiera que AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S., no actuó en 
calidad de empleador del actor durante el período comprendido entre el 6 de junio de 1972 y junio 
de 1990, ni en ningún otro período anterior o posterior, y, por consiguiente, lo que procede es que 
el Despacho declare probada la presente excepción y desestime las pretensiones elevadas con la 
presente demanda, absolviendo así de toda condena a mi representada.  
 
10.  COMPENSACIÓN  
 
Se formula esta excepción en virtud de que en el improbable evento de que prosperen las 
pretensiones de la demanda y se imponga alguna condena a la demandada, del monto de esta 
deberán deducirse o descontarse las sumas que ya fueron pagadas al demandante. 
 
11.  GENÉRICA O INOMINADA 

 
1 PRADA MÁRQUEZ Yolima, Enriquecimiento sin Causa en CASTRO DE CIFUENTES Marcela Derecho de 
las Obligaciones TOMO I. Universidad de los Andes. Editorial Temis. pp. 840.   
2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sentencia del 22 de julio del 2009. Consejero Ponente: 

Enrique Gil Botero. 
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Excepción que se fundamenta en lo dispuesto en el artículo 282 del CGP, aplicable por analogía, el 
cual indica: “En cualquier clase de proceso, cuando el juez halle probados los hechos que 
constituyen una excepción, deberá reconocerla oficiosamente en la sentencia, salvo las de 
prescripción compensación y nulidad relativa, que deberán alegarse en la contestación de la 
demanda...” 
 
Por lo anterior, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 282 del Código General del Proceso, 
solicito sea declarada cualquier otra excepción que resulte probada en el curso del proceso. 
 

CAPITULO II. 
HECHOS, FUNDAMENTOS Y RAZONES DE LA DEFENSA 

 
Para el presente caso es aplicable el artículo 53 de la Constitución Política de Colombia, la Ley 100 
de 1993, la Ley 797 de 2003, y los artículos 23 y 24 del Código Sustantivo del Trabajo, junto con la 
interpretación normativa ejercida por la Corte Suprema de Justicia para casos similares. 
 
En el presenta caso, el señor NOÉLIO RIVAS RIVAS inició un proceso ordinario laboral de primera 
instancia en contra de AGRICOLA SANTAMARIA S.A.S. y COLPENSIONES pretendiendo que se 
condene a mi representada al pago del cálculo actuarial y/o constitución de título pensional como 
resarcimiento a la omisión de afiliación y no pago de aportes al sistema general de pensiones por 
el periodo comprendido entre el 20 de junio de 1972 a junio de 1990. 
 
En ese sentido, se indicarán las razones y fundamentos de defensa por las cuales el Juez debe 
desestimar las pretensiones de la demanda. 
 
Frente a las pretensiones de la demanda:  
 

• Conforme a la definición establecida por la Corte Suprema, no es plausible afirmar que 
existió una relación laboral entre el señor NOELIO RIVAS RIVAS y AGRÍCOLA 
SANTAMARÍA S.A.S., dado que no concurren los elementos necesarios para acreditar que 
efectivamente prestó sus servicios a favor de mi representada ni que estuvo bajo su 
subordinación. En conclusión, es evidente que el señor NOELIO RIVAS RIVAS no aportó 
prueba fehaciente que demuestre que durante el periodo comprendido entre el 20 de junio 
de 1972 y junio de 1990 se cumplieron los requisitos establecidos en el artículo 23 del Código 
Sustantivo del Trabajo para acreditar una relación laboral con AGRÍCOLA SANTAMARÍA 
S.A.S.. Por el contrario, de los hechos expuestos en la demanda se infiere que su verdadero 
empleador fue la sociedad URUEÑA E HIJOS LTDA., considerando que las labores fueron 
realizadas en la finca MYRIAN TERESA, terreno que, en las fechas mencionadas, 
pertenecía a dicha entidad. Por lo tanto, queda demostrado que a mi representada no le 
corresponde asumir responsabilidad alguna respecto a la pretensión de la emisión del título 
pensional, dado que no fue empleadora del demandante durante el periodo señalado. 
 

• Corresponde al demandante, quien solicita el reconocimiento del contrato de trabajo, 
demostrar que efectivamente prestó sus servicios personales a favor de AGRÍCOLA 
SANTAMARÍA S.A.S. durante el período que alega. Tal como lo ha señalado la 
jurisprudencia, la presunción legal de la existencia del contrato de trabajo establecida en el 
artículo 24 del Código Sustantivo del Trabajo (CST) no es automática y admite prueba en 
contrario. Sin embargo, debe destacarse que las pruebas presentadas por la parte actora 
no acreditan la prestación personal de los servicios por parte del demandante frente a mi 
representada. Más aún, al analizar los hechos planteados, se observa que el demandante 
ni siquiera tiene certeza de quién fue su empleador, limitándose a señalar que prestó sus 
servicios en la finca MYRIAN TERESA, que actualmente pertenece a AGRÍCOLA 
SANTAMARÍA S.A.S., pero omitiendo que dicho predio fue propiedad de URUEÑA E HIJOS 
LTDA. hasta el año 1997.  

 

• De conformidad con el caso en concreto, es necesario precisar que: (i) el señor NOELIO 

RIVAS RIVAS sostiene haber desempeñado el cargo de "Oficios Varios" en la finca MYRIAN 

TERESA desde el 20 de junio de 1972 hasta junio de 1990; y (ii) durante dicho período, el 

terreno denominado MYRIAN TERESA era propiedad de URUEÑA E HIJOS LTDA., no de 

AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S. En consecuencia, se concluye que no existió vínculo 
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laboral alguno entre el señor NOELIO RIVAS RIVAS y mi representada, por lo que NO era 

esta la responsable de efectuar los pagos correspondientes a la seguridad social en 

pensiones, como quiera que, durante el período mencionado (20 de junio de 1972 a junio de 

1990) el terreno MYRIAN TERESA no pertenecía a AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S., y 

esta no fue la beneficiaria de las labores desempeñadas el demandante. 

 

• Es evidente que la sociedad URUEÑA E HIJOS LTDA. incurrió en una omisión al no cumplir 

con dicha obligación, ya que, según los hechos descritos en la demanda, el señor NOELIO 

RIVAS RIVAS trabajó en la finca MYRIAN TERESA durante los años 1972 a 1990, período 

en el cual dicho terreno era propiedad de URUEÑA E HIJOS LTDA. En virtud de lo anterior, 

dado que fue URUEÑA E HIJOS LTDA. la empleadora del señor Rivas entre el 20 de junio 

de 1972 y junio de 1990, y no AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S., corresponde a esta última 

sociedad cumplir con la obligación de reconocer y pagar los aportes a pensión por el período 

trabajado y no cotizado por el demandante. 

 

• En consecuencia, se debe aclarar que el terreno denominado MYRIAN TERESA pertenece 
a mi representada desde el año 1997, por lo que los hechos ocurridos con anterioridad a 
dicha fecha no son de conocimiento de mi prohijada. En ese sentido, se concluye que no 
existió vínculo laboral entre el señor NOÉLIO RIVAS RIVAS y mi representada, ya que, para 
el periodo mencionado (20 de junio de 1972 a junio de 1990), el terreno denominado 
MYRIAN TERESA no era propiedad de AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S., y por ende no 
existe responsabilidad alguna a cargo de mi prohijada. 
 

• Teniendo en cuenta que no existe prueba que acredite que efectivamente COLPENSIONES 

efectuó acciones de cobro contra el empleador del demandante, URUEÑA E HIJOS LTDA 

por la mora en el pago de los aportes para el periodo comprendido entre el 20 de junio de 

1972 a junio de 1990, se debe condenar a dicha administradora a computar dichos periodos 

con cargo a su propio patrimonio, comoquiera que fue COLPENSIONES quien omitió su 

obligación legal consagrada en el artículo 24 de la Ley 100 de 1993.   

 

• La Corte Suprema de Justicia en Sentencia SL219-2018 del 14 de febrero de 2018 con 
ponencia del Magistrado Jorge Burgos Ruiz, estableció que el término de prescripción se 
debe contar a partir del momento en que los derechos pretendidos se hacen exigibles no 
desde la fecha en que se hace efectivo. Siendo así, los términos deben contabilizarse desde 
el momento en que se causa el derecho.   

 

• Mi representada actuó de buena fe y por lo tanto no se le puede condenar responsabilidad 
alguna. 

 

• Conforme a los anteriores fundamentos, no hay lugar en este caso a la declaratoria de 

responsabilidad de la demandada, como quiera que AGRÍCOLA SANTAMARÍA S.A.S., no 

actuó en calidad de empleador del actor durante el período comprendido entre el 6 de junio 

de 1972 y junio de 1990, ni en ningún otro período anterior o posterior, y, por consiguiente, 

lo que procede es que el Despacho declare probada la presente excepción y desestime las 

pretensiones elevadas con la presente demanda, absolviendo así de toda condena a mi 

representada.  

 

• En el improbable evento de que prosperen las pretensiones de la demanda y se imponga 

alguna condena a la demandada, del monto de esta deberán deducirse o descontarse las 

sumas que ya fueron pagadas al demandante. 

CAPITULO III. 
MEDIOS DE PRUEBA. 

 
Sírvase señor Juez, tener como pruebas las siguientes: 
 

1. DOCUMENTALES 
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a. Escritura Pública No. 2357 del 25/08/1997 de la Notaria Tercera del Círculo de 
Barranquilla. 

b. Escritura Pública Nro. 2464 del 19/11/1999 de la Notaría Séptima del Círculo de 
Medellín. 

 
2. INTERROGATORIO DE PARTE A LA DEMANDANTE  

 
a. Ruego ordenar y hacer comparecer al señor NOELIO RIVAS RIVAS para que en 

audiencia absuelva el interrogatorio que verbalmente o mediante cuestionario escrito 
les formularé sobre los hechos de la demanda.  

 
3. DECLARACIÓN DE PARTE DEL RL DE AGRICOLA SANTAMARIA S.A.S.  

 
Respetuosamente solicito se sirva decretar el interrogatorio de parte que deberán absolver el 
representante legal de mi representada AGRICOLA SANTAMARIA S.A.S., en la audiencia que 
para tal efecto señale el Despacho, en la cual formularé de manera oral en dicha diligencia o por 
escrito mediante la presentación de las preguntas en sobre cerrado, previa a la misma. 
 

4. OFICIOS: 
  
Respetuosamente solicita al Despacho, se oficie a LA ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 
PENSIONES – COLPENSIONES para que allegue el expediente administrativo del señor NOÉLIO 
RIVAS RIVAS, especialmente, las acciones de cobro realizadas frente al periodo comprendido entre 
el 20 de junio de 1972 a junio de 1990. 
 
Esta solicitud se formula teniendo en cuenta que no fue posible obtener esta información por vía del 
Derecho de Petición que fue efectivamente radicado ante la mencionada entidad en cumplimiento 
de lo ordenado por el numeral 10 del artículo 78 del C.G.P.  
  
El propósito de esta prueba es conocer si COLPENSIONES cumplió con el deber legal consagrado 
en el artículo 24 de la Ley 100 de 1993, correspondiente a efectuar las respectivas acciones de 
cobro frente a los aportes en mora.  
 
COLPENSIONES podrá ser notificado al correo electrónico: 
notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co  
 

5. TESTIMONIALES: 
 

Sírvase señor Juez, recepcionar la declaración testimonial de la siguiente persona, mayor de edad, 
para que se pronuncie sobre los hechos de la demanda, los argumentos de defensa expuestos en 
esta contestación y en especial sobre la relación contractual que aduce haber tenido el señor 
NOÉLIO RIVAS RIVAS con la sociedad AGRICOLA SANTAMARIA S.A.S. desde el 20/06/1972. 
 
Los datos del testigo se relacionan a continuación:  
 

✓ Laura Cristina Diaz Atehortúa identificada con Cedula de Ciudadanía No. 1.214.738.666, 
quien podrá citarse en la carrera 43 A Nro. 19-17 Oficina 1006, teléfono (4) 319 70 60 Ext. 
210 y correo electrónico laura.diaz@gruposantamaria.com.co , analista jurídico. 
 

✓ Daniela Quintero Laverde identificada con Cedula de Ciudadanía No. 1.234.192.273, quien 
podrá citarse en la carrera 90 No. 45-198, teléfono 3108241711 y correo electrónico: 
danielaquinterolaverde@gmail.com, asesora externa de la sociedad. 

 
CAPÍTULO IV. 

ANEXOS: 
 

Acompaño a la presente demanda: 
 

1. Copia del poder especial debidamente conferido al suscrito.  
2. Copia del correo electrónico mediante el cual se otorgó el poder especial. 

mailto:notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co
mailto:laura.diaz@gruposantamaria.com.co
mailto:danielaquinterolaverde@gmail.com
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3. Copia del Certificado de existencia y representación legal de AGRICOLA SANTAMARIA 
S.A.S. expedido por la Cámara de Comercio de Urabá.  

4. Los documentos referenciados en el acápite de pruebas documentales.  
 

CAPÍTULO V. 
NOTIFICACIONES 

 
La parte demandante podrá ser notificada en las siguientes direcciones electrónicas: 
60josealbornoz@gmail.com y melissacaro28@hotmail.com. 
 
La entidad demandante COLPENSIONES podrá ser notificada en la dirección electrónica: 
notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co  
 
Mi representada AGRICOLA SANTAMARIA S.A.S. podrá ser notifica en la carrera 43 A Nro. 19-
17 Oficina 1006 en la ciudad de Medellín, en la secretaría del despacho, y en el correo electrónico: 
tramites@gruposantamaria.com.co  
 
El suscrito podrá ser notificado en la Avenida 6 A Bis No. 35N – 100 Oficina 212, en la Ciudad de 
Cali, en la secretaría del despacho, y en el correo electrónico: notificaciones@gha.com.co   
 
 
Cordialmente,  
 
  
 
 
 
GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA  
C.C. 19.395.114 de Bogotá D.C 
T.P. No. 39.116 del C.S. de la J.  
 
 

mailto:60josealbornoz@gmail.com
mailto:melissacaro28@hotmail.com
mailto:notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co
mailto:tramites@gruposantamaria.com.co
mailto:notificaciones@gha.com.co
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Señores:
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES
notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co
E.S.D.
 
 
ASUNTO: DERECHO DE PETICIÓN DE DOCUMENTOS
 
 
GUSTAVO ALBERTO HERRERA AVILA,  mayor de edad, vecino de Cali, identificado con la C.C. No.
19.395.114 expedida en Bogotá, abogado en ejercicio y portador de la Tarjeta Profesional No. 39.116. del
Consejo Superior de la Judicatura, quien actúa en calidad de apoderado especial de la empresa AGRICOLA
SANTAMARIA S.A.S.  en el proceso ordinario laboral de primera instancia adelantado por el señor NOELIO
RIVAS RIVAS contra AGRICOLA SANTAMARIA S.A.S. y COLPENSIONES, proceso el cual se identifica bajo
la radicación No. 05045 31 05 001 2024 00433 00, en el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Apartadó, de
manera comedida elevo   DERECHO DE PETICIÓN con fundamento en lo establecido en el artículo 23 de la
Constitución Política, en el artículo 1º de la Ley 1755 de 2015, en sustitución de los artículos 14 y 32 de la Ley
1437 de 2011

Cordialmente,

 
GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA
C.C. 19.395.114 de Bogotá D.C
T.P. No. 39.116 del C.S. de la J.
DJC/L
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Señores: 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES 
notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co  
E.S.D. 
 
 
ASUNTO: DERECHO DE PETICIÓN DE DOCUMENTOS 
 
 
GUSTAVO ALBERTO HERRERA AVILA, mayor de edad, vecino de Cali, identificado con la C.C. 
No. 19.395.114 expedida en Bogotá, abogado en ejercicio y portador de la Tarjeta Profesional No. 
39.116. del Consejo Superior de la Judicatura, quien actúa en calidad de apoderado especial de la 
empresa AGRICOLA SANTAMARIA S.A.S. en el proceso ordinario laboral de primera instancia 
adelantado por el señor NOELIO RIVAS RIVAS contra AGRICOLA SANTAMARIA S.A.S. y 
COLPENSIONES, proceso el cual se identifica bajo la radicación No. 05045 31 05 001 2024 00433 
00, en el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Apartadó, de manera comedida elevo   DERECHO 
DE PETICIÓN con fundamento en lo establecido en el artículo 23 de la Constitución Política, en el 
artículo 1º de la Ley 1755 de 2015, en sustitución de los artículos 14 y 32 de la Ley 1437 de 2011, 
en los siguientes términos: 
 

I. PETICIÓN 
 
Solicito respetuosamente se allegue el expediente administrativo del señor NOELIO RIVAS RIVAS 
especialmente, las acciones de cobro realizadas frente al periodo comprendido entre el 20 de junio 
de 1972 a junio de 1990. 
 

II. FUNDAMENTOS DE LA PETICIÓN 
 

1. En primera medida, sobre la procedencia constitucional y legal de la presente solicitud, 
invoco como sustento jurídico: 

 
- El artículo 23 de la Constitución Política de 1991, 
- Los artículos 14 y 32 de la Ley 1437 de 2011, sustituidos por el artículo 1 de la Ley 

1755 de 2015, y 
- Los artículos 78 numeral 10, 96 y 245 del Código General del Proceso. 

 
2. En cuanto a los términos con que cuenta la autoridad para resolver satisfactoriamente esta 

petición, debe tenerse en consideración el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011 que dispuso 
lo siguiente: 

  
“ARTÍCULO 14. TÉRMINOS PARA RESOLVER LAS DISTINTAS 
MODALIDADES DE PETICIONES. <Ver ampliación temporal de términos 
en Notas de Vigencia> <Artículo modificado por el artículo 1 de la Ley 1755 
de 2015. El nuevo texto es el siguiente:> Salvo norma legal especial y so 
pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los 
quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término 
especial la resolución de las siguientes peticiones: 
 
1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro 
de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha 
dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, 
que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la 
administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al 
peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los 
tres (3) días siguientes.”. 
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III. DIRECCIÓN DE RECIBO DE LA RESPUESTA 
 
La respuesta a este derecho de petición deberá ser enviada al correo electrónico 
notificaciones@gha.com.co   
 
 
Cordialmente, 
 
 
GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA 
C.C. 19.395.114 de Bogotá D.C 
T.P. No. 39.116 del C.S. de la J. 
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